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Quito, D.M. 28 de abril de 2021  

 

 

CASO No. 4-21-TI 

 

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR 

EN EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y 

LEGALES, EMITE EL SIGUIENTE 

 

DICTAMEN 

 

Sobre la necesidad de aprobación legislativa del “Acuerdo entre el Gobierno de los 

Estados Unidos de América y el Gobierno de la República del Ecuador para el 

intercambio de información en materia tributaria” 

 

I. Antecedentes 

 

1. El 07 de abril de 2021, se celebró el “Acuerdo entre el Gobierno de los Estados 

Unidos de América y el Gobierno de la República del Ecuador para el intercambio 

de información en materia tributaria” (en adelante “el Acuerdo”). 

 

2. La doctora Johana Pesántez Benítez, Secretaria General Jurídica de la Presidencia de 

la República, mediante oficio N°. T.651-SGJ-21-0163, de 19 de abril de 2021, 

remitió a la Corte Constitucional, copia certificada del Acuerdo y solicitó que este 

Organismo resuelva si este instrumento requiere o no aprobación legislativa.  

 

3. El 20 de abril de 2021, se realizó el sorteo correspondiente y se designó como juez 

sustanciador al juez constitucional Agustín Grijalva Jiménez, quien recibió el 

expediente en su despacho y avocó conocimiento del Caso Nº. 4-21-TI el mismo día.   

 

II. Competencia 

 

4. El Pleno de la Corte Constitucional es competente para conocer y emitir el 

correspondiente dictamen sobre la necesidad de aprobación legislativa del Acuerdo, 

de conformidad con lo previsto en los artículos 419 y 438 de la Constitución de la 

República, además de los artículos 107 numeral 1, 109 y 110 numeral 1 de la Ley 

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.  

 

III. Contenido y análisis del Acuerdo 

 

5. A efectos de determinar si el Acuerdo requiere o no aprobación legislativa, esta 

Corte Constitucional analizará si su contenido tiene relación con los casos 

establecidos en el artículo 419 de la Constitución, que dispone: 

   
Art. 419.- La ratificación o denuncia de los tratados internacionales requerirá 

la aprobación previa de la Asamblea Nacional en los casos que: 
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1. Se refieran a materia territorial o de límites. 

2. Establezcan alianzas políticas o militares. 

3. Contengan el compromiso de expedir, modificar o derogar una ley. 

4. Se refieran a los derechos y garantías establecidas en la Constitución. 

5. Comprometan la política económica del Estado establecida en su Plan 

Nacional de desarrollo a condiciones de instituciones financieras 

internacionales o empresas transnacionales. 

6. Comprometan al país en acuerdos de integración y de comercio. 

7. Atribuyan competencias propias del orden jurídico interno a un organismo 

internacional o supranacional. 

8. Comprometan el patrimonio natural y en especial el agua, la biodiversidad y 

su patrimonio genético. 

 

6. El Acuerdo está compuesto por quince artículos. El artículo 1 refiere el objeto y 

ámbito del acuerdo y establece que “las partes se prestarán asistencia mediante el 

intercambio de la información que previsiblemente pueda resultar de relevancia y la 

aplicación de su Derecho interno relativa a los impuestos (…) dicha información 

comprenderá aquella que previsiblemente pueda resultar de relevancia para la 

determinación, liquidación y recaudación de dichos impuestos, el cobro y ejecución 

de reclamaciones tributarias, o la investigación o enjuiciamiento de casos en 

materia tributaria…”.  

 

7. El artículo 2 establece la jurisdicción del Acuerdo. Esta disposición señala: “…la 

parte requerida proporcionará información de conformidad con este acuerdo, 

independientemente de si la persona con quien la información se relaciona es, o si la 

información obra en poder de, un residente o nacional de una Parte”. El artículo 3 

detalla los impuestos comprendidos. Entre ellos, se enumeran “todos los impuestos 

administrados por el Servicio de Rentas Internas”.  

 

8. El artículo 4 contiene las definiciones del Acuerdo. Respecto del término 

“información” (art. 4.1.n) se señala que significa “todo dato, declaración o 

documento con independencia de su naturaleza”. La expresión “medidas para 

recabar información” (art. 4.1.m) a su vez significa “las leyes, procedimientos 

administrativos o judiciales que permitan a una Parte obtener y proporcionar la 

información solicitada”.  

 

9. El artículo 5 regula el intercambio de información previo requerimiento y dispone 

que “la autoridad competente de la Parte requerida proporcionará información (…) 

para los fines previsto en el artículo 1 (…) Dicha información se intercambiará 

independientemente de que la Parte requerida necesite dicha información para sus 

propios fines tributarios o de que la conducta objeto de investigación pudiera 

constituir un delito penal según las leyes de la Parte requerida…”. El mismo 

artículo señala que “la Parte requerida deberá, en la medida en que sea permitido 

bajo su legislación interna: (…) (b) poner bajo juramento al individuo que rindió 

testimonio o exhibió libros, documentos, registros u otra información (…) (d) 

brindar a las personas autorizadas para estar presentes, la oportunidad de 

interrogar, directamente o a través de la autoridad ejecutante, al individuo que 
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rinda su testimonio o exhiba libros, documentos, registros y otra información (…)  

(h) examinar al individuo que exhibe los libros, documentos, registros u otra 

información exhibida; y proporcionar copias certificadas de libros, documentos, 

registros u otra información original (…) (i) permitir a la autoridad competente de 

la Parte requirente proporcionar preguntas escritas para que el individuo que 

exhibe libros (…) responda respecto de los elementos reproducidos…”.   

 

10. El artículo 5.4 particularmente establece que “cada parte garantizará que (…) sus 

autoridades competentes están facultadas para obtener y proporcionar (…) 

información que obre en poder de bancos, otras instituciones financieras (…) la 

información sobre propiedad respecto de todas las personas que componen una 

cadena de propiedad…”. El artículo 5.5 establece los requisitos para formular los 

requerimientos previos de información tributaria.  

 

11. Los artículos 6 y 7 disponen el intercambio “automático” y “espontáneo” de la 

información tributaria. El artículo 8 establece que las partes podrán “permitir a los 

representantes de la otra Parte entrar a su territorio con el fin de entrevistarse con 

personas e inspeccionar documentos con el consentimiento por escrito de los 

interesados (…) podrá permitir que representantes de la autoridad competente de la 

primera Parte estén presentes en el momento que proceda durante una inspección 

tributaria en la segunda Parte…”.  

 

12. El artículo 9 establece las condiciones para denegar una solicitud de información y, 

por ejemplo, dispone que el Acuerdo no impondrá la obligación de: i) revelar 

secretos comerciales, empresariales, industriales, profesionales o de procesos 

industriales, ii) revelar comunicaciones confidenciales entre un cliente y un abogado 

o representante legal, iii) develar información que sea contraria al orden público.  

 

13. En el artículo 10 se regula la confidencialidad de la información objeto del 

intercambio. Al respecto, se establece que dicha información podrá ser revelada en 

procedimientos judiciales públicos o en sentencias judiciales. Sin perjuicio de lo 

anterior, la información puede ser revelada, previo consentimiento de la Parte, con 

los siguientes fines: i) lucha contra el terrorismo, ii) fines permitidos por el Acuerdo 

y iii) fines establecidos en las legislaciones internas de ambas partes. 

 

14. El artículo 11 manifiesta que “los costos ordinarios incurridos al proporcionar 

asistencia deberán ser asumidos por la Parte requerida y los costos extraordinarios 

(…) serán asumidos por la Parte requirente”. El artículo 12 dispone los 

procedimientos de solución amistosa de conflictos, mientras que el artículo 13 

establece los procedimientos de asistencia mutua.  

 

15. El artículo 14 establece que el Acuerdo entrará en vigencia “un mes después de la 

fecha en que Ecuador notifique por Escrito a Estados Unidos que (…) ha 

completado sus procedimientos internos necesarios para la entrada en vigencia de 

este Acuerdo”. El artículo 15 señala que el Acuerdo permanecerá vigente hasta tanto 

una Parte lo dé por terminado, mediante notificación por escrito a la otra parte.  
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16. Una vez revisado el Acuerdo, esta Corte estima que diversas disposiciones del 

mismo podrían modificar el régimen de derechos y garantías constitucionales.1 Por 

ejemplo, el artículo 5.4 del Acuerdo establece la posibilidad de que las Partes 

obtengan, proporcionen e intercambien información bancaria y de diversas 

instituciones del sistema financiero. En principio, esta información tiene carácter 

personal y está protegida por el artículo 66.19 de la Constitución, que consagra el 

derecho a la protección de datos de esta índole.   

 

17. El artículo 5 del Acuerdo permite “obtener o proporcionar” información contable, 

comunicaciones y, en general “todo dato, declaración o documento” que las Partes 

consideren relevantes para la administración tributaria. Ello guarda directa relación y 

podría modificar el alcance de protección del derecho a la inviolabilidad de la 

correspondencia física y virtual, consagrado en el artículo 66.21 de la Constitución. 

Adicionalmente, el artículo 5.3 literales c), d) e i) podría comprometer derechos y 

garantías del debido proceso, especialmente en las garantías del derecho a la defensa, 

en lo que respecta a interrogatorios.  

 

18. Por otra parte, el artículo 8 del Acuerdo establece la posibilidad de que las 

autoridades extranjeras interroguen, pongan bajo juramento y “examinen” a 

nacionales, a efectos de determinar obligaciones de orden tributario, tanto en sede 

administrativa como en sede judicial. Esta disposición del Acuerdo, que regula las 

inspecciones tributarias realizadas por autoridades extranjeras en territorio nacional, 

tiene un efecto en el régimen de las garantías del debido proceso establecidas en los 

artículos 76 y 77 de la Constitución. Por ejemplo, se relaciona con la posibilidad de 

que los contribuyentes sean notificados sobre los requerimientos de su información 

tributaria y que, dentro de los procesos de determinación de obligaciones, puedan 

ejercer su derecho a la defensa.    

 

19. Adicionalmente, el artículo 9.6 del Acuerdo sostiene que un requerimiento de 

información “no deberá ser rechazado por motivo de que el plazo de caducidad en la 

Parte requerida haya expirado (…) deberá observarse el plazo de caducidad de la 

Parte requirente…”. Esta disposición guarda relación con el derecho a la seguridad 

jurídica, consagrada en el artículo 82 de la Constitución, al abrirse la posibilidad de 

modificaciones de los plazos de caducidad de la facultad determinadora del Servicio 

de Rentas Internas.  

 

20. En síntesis, esta Corte verifica que el Acuerdo podría modificar el régimen de 

derechos y garantías constitucionales, por lo que está incurso en lo dispuesto en el 

artículo 419.4 de la Constitución.  

 

 

 

                                                           
1 Este criterio también ha sido sostenido por la Corte en los dictámenes emitidos en el caso No. 7-19-TI, 

de 07 de marzo de 2019 y 14 de mayo de 2019.  
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IV. Dictamen 

 

Por lo antes expuesto, esta Corte Constitucional dictamina que el “Acuerdo entre el 

Gobierno de los Estados Unidos de América y el Gobierno de la República del Ecuador 

para el intercambio de información en materia tributaria”, celebrado el 07 de abril de 

2021, se encuentra incurso en el presupuesto contenido en el numeral 4 del artículo 419 

de la Constitución de la República, por lo que se considera que para su ratificación 

requiere de aprobación previa de la Asamblea Nacional.  

 

De conformidad con el artículo 111.2.b de la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional, se dispone la publicación del texto del 

Protocolo en el Registro Oficial y en la página web de la Corte Constitucional, para que, 

dentro del término de diez días contados a partir de la publicación, cualquier ciudadano 

intervenga defendiendo o impugnando su constitucionalidad parcial o total. 

 

 

 

 

 

 

 

Dr. Hernán Salgado Pesantes 

PRESIDENTE 

 

Razón: Siento por tal, que el Dictamen que antecede fue aprobado por el Pleno de la 

Corte Constitucional con ocho votos a favor, de los Jueces Constitucionales Karla 

Andrade Quevedo, Ramiro Avila Santamaría, Carmen Corral Ponce, Agustín 

Grijalva Jiménez, Enrique Herrería Bonnet, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques 

Martínez y Hernán Salgado Pesantes; y, un voto en contra de la Jueza Constitucional 

Daniela Salazar Marín; en sesión ordinaria de miércoles 28 de abril de 2021.- Lo 

certifico. 

 

 

 

 

 

Dra. Aída García Berni 

SECRETARIA GENERAL 
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CASO Nro. 0004-21-TI 

 
RAZÓN.- Siento por tal que el texto del dictamen que antecede fue suscrito el día martes 

cuatro de mayo de dos mil veintiuno, luego del procesamiento de las observaciones recogidas 

en la sesión respectiva.- Lo certifico.- 
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SECRETARIA GENERAL 
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